La Protección del Medio Ambiente y su Seguro

                           El caso de Chile
Primera Parte: Instituciones jurídicas chilenas relativas a  la protección del medio ambiente

1.- La Protección del medio ambiente en el ordenamiento jurídico chileno.


El tema ambiental tiene actualmente, enorme relevancia en todo el mundo.

La protección del medio ambiente en que vivimos ha pasado a ser, en consecuencia, una preocupación preferente de la sociedad contemporánea, fundada en la conciencia creciente, muy intensa en las nuevas generaciones, de que el ser humano ha abusado históricamente de la naturaleza y que es absolutamente necesario implementar una decidida política de protección ambiental, si queremos impedir la pérdida de los recursos naturales, especialmente los no renovables, y la disminución de nuestra calidad de vida.
Díaz Bravo afirma que “el entorno de nuestro planeta, y con él la vida humana, corren un grave peligro por una suerte de suicidio colectivo, pues, voluntaria o involuntariamente, todo ser humano es una fuente contaminante, si bien son las empresas industriales y los vehículos automotores los que, directa e indirectamente, contribuyen en mayor grado al deterioro del ambiente”.  
El tema, absolutamente ignorado hasta en épocas muy recientes, ha llegado a ser uno de aquellos que encuentra un mayor apoyo en la conciencia colectiva y, en particular, en la juventud. La sociedad está dispuesta a evaluar muy seriamente, e incluso a rechazar, proyectos económicos de gran envergadura, tales como industrias forestales, faenas mineras o plantas de electricidad, si representan algún peligro ecológico.

No cabe duda respecto a que los altos índices de contaminación de la atmósfera registrados en Londres, durante el mes de diciembre de 1952, configuraron el hito inicial de los estudios sobre contaminación ambiental, pues lo ocurrido puso de manifiesto uno más de los peligrosos inconvenientes que ofrecen los grandes conglomerados urbanos. Este caso de Londres, en el que la niebla contaminada, combinada con lo que desde entonces se conoció como “inversión térmica”, provocó la muerte de varios miles de personas, prontamente encontró lamentables ecos en otras ciudades: recuérdese, particularmente, el verano de 1955 en Los Ángeles.

La preocupación mundial sobre el tema se ve reflejada en Chile, primeramente, en lo que dispone el  Art. 19 Nº 8º de la Constitución Política de 1980, que consagra como garantía constitucional, “el derecho a vivir  en un ambiente libre de contaminación” agregando que “es deber del Estado velar por que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza”. Y termina la disposición señalando que “la ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente”.
Sobre dicha base constitucional, el 9 de marzo de 1994 fue publicada en el Diario Oficial de Chile la Ley N( 19.300 sobre Bases del Medio Ambiente, que  dio inicio, en forma institucional y orgánica, a la protección legislativa y gubernamental del medio ambiente en Chile, creando los órganos administrativos encargados de velar por ella.

Cabe agregar, para situar el enfoque de la presente charla, que frente al estado de cosas a que lleva el problema de la contaminación ....”hace su aparición el seguro, como  herramienta en tres manos diferentes: la de las entidades contaminantes, como medio de cubrir sus responsabilidades patrimoniales y, frecuentemente, para cubrir un requisito  de operación; la de los organismos gubernativos, que mediante disposiciones de autoridad imponen la protección económica de los posibles afectados; y la de estos últimos, que de ese modo tienen la certeza de que sus daños físicos y morales 

por contaminación serán reparados por las empresas aseguradas en defecto de las entidades autoras de la contaminación” (Díaz Bravo,  Arturo. Trabajo sobre el tema de la responsabilidad civil ambiental y el seguro).


Será ese, el segundo punto al que estará enfocado este trabajo, en la dimensión de la realidad chilena.
2.- Órganos administrativos encargados de velar en Chile por la protección del medio ambiente. La  CONAMA y las COREMAS.

Al amparo de la Ley 19.300, que fue posteriormente complementada por su respectivo reglamento ( Decreto N( 30 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de fecha 27 de marzo de 1997 ) se crearon la CONAMA, Comisión Nacional del Medio Ambiente) y las COREMAS (Comisiones Regionales del Medio Ambiente), encargadas de aplicar las disposiciones dictadas para preservar el medio ambiente y resguardarlo de la contaminación.
La Comisión Nacional del Medio Ambiente es la institución del Estado que tiene como misión promover la sustentabilidad ambiental del proceso de desarrollo y coordinar las acciones derivadas de las políticas y estrategias definidas por el gobierno en materia ambiental.

Los objetivos fundamentales de la CONAMA son los siguientes:

- Recuperar y mejorar la calidad ambiental

- Prevenir el deterioro ambiental 

- Fomentar la protección del patrimonio ambiental y el uso sustentable de los recursos naturales 

- Introducir consideraciones ambientales en el sector productivo 

- Involucrar a la ciudadanía en la gestión ambiental 

- Fortalecer la institucionalidad ambiental a nivel nacional y regional 

- Perfeccionar la legislación ambiental y 

- Desarrollar nuevos instrumentos de gestión.

Para cumplir tales objetivos la CONAMA  tiene como principales funciones, las siguientes:

- Proponer al Presidente de la República las políticas ambientales del Gobierno. 

- Informar al Presidente sobre el cumplimiento y aplicación de la legislación vigente en materia ambiental. 

- Actuar como órgano de consulta, análisis, comunicación y coordinación en materias relacionadas con el medio ambiente. 

- Mantener un sistema nacional de información ambiental, desglosada regionalmente, de carácter público. 

- Administrar el SEIA a nivel nacional, coordinar el proceso de generación de normas de calidad ambiental y determinar los programas para su cumplimiento. 

- Colaborar con las autoridades competentes en la preparación, aprobación y desarrollo de programas de educación ambiental orientados a crear una conciencia nacional sobre la protección al medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, y a promover la participación ciudadana en estas materias. 

- Coordinar a los organismos competentes en materias vinculadas con el apoyo internacional a proyectos ambientales, y ser, junto con la Agencia de Cooperación Internacional del Ministerio de Planificación y Cooperación, contraparte nacional en proyectos ambientales con financiamiento internacional. 

- Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, preservación de la naturaleza y conservación del patrimonio ambiental. 

- Asumir todas las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Cabe agregar, por último, que el gobierno recientemente elegido en Chile contempla dentro de su programa la creación de un Ministerio del Medio Ambiente, lo que viene a simbolizar la creciente preocupación existente en Chile por el tema ambiental.

3.- Materias sobre las cuales recae la preocupación legal y administrativa en relación al medio ambiente. Regulaciones y estándares.


La acción de protección al medio ambiente, que es objeto de la regulación legal y administrativa en Chile, recae sobre los siguientes aspectos:

a) El aire.

Debido al normal crecimiento de las diversas actividades del país es imprescindible profundizar las medidas de control y prevención de la contaminación atmosférica, a fin de corregir, por un lado, aquellas situaciones críticas y evitar, por otro lado, que nuevas ciudades o zonas alcancen niveles inaceptables de calidad del aire.

Motivo especial de preocupación lo constituye la contaminación del aire por los siguientes agentes:

- el monóxido de carbono

- el material particulado

- el plomo.

Especial preocupación revisten también, en las grandes ciudades y sobre todo en Santiago de Chile, las llamadas buenas prácticas en refrigeración o circulación del aire, para alejar y diluir lo mas lejos posible de los centros poblados, las emisiones de agentes contaminantes.

Planes especiales de descontaminación atmosférica se están aplicando en las localidades de Ventanas, María Elena y Pedro de Valdivia, Santiago, Chuquicamata,  Caletones, la Fundición Hernán Videla Lira  en Copiapó y en  Potrerillos.

b) Las aguas.

El segundo objeto de atención de la autoridad ambiental en Chile es el agua, cuya calidad o pureza puede ser afectada por:

· la evacuación de aguas servidas por los sistemas de alcantarillado de las ciudades, hacia los ríos, lagos o el mar adyacente.

· actividades industriales y pesqueras desarrolladas directamente en los cursos de agua

· los residuos y desechos industriales

· la denominada lluvia ácida, procedente del aire contaminado.

c) El suelo. 

El suelo esta compuesto por minerales y partículas orgánicas producidas por la acción del agua y procesos de desintegración orgánica, y constituye el lugar donde se realiza la mayoría de las actividades del hombre. En esta capa terrestre el ser humano ha sido capaz de generar alimentos (agricultura), criar animales (ganadería), explotar los bosques (silvicultura) y los minerales (minería). Además aprendiendo las características y composición del mismo, el hombre ha desarrollado la construcción de viviendas y caminos.

El suelo esta expuesto a la contaminación producida por el vertimiento de desechos y residuos líquidos, aéreos y sólidos.

Ha sido preocupación de la CONAMA, el desarrollo de una política ambiental para el uso sustentable del patrimonio natural renovable, así como de estudios destinados a efectuar un diagnóstico y propuesta para la conservación de suelos.


Manifestación ostensible del primer rubro de preocupación de la autoridad ha sido la implementación de normas de protección y conservación de especies de árboles, arbustos y plantas en peligro de extinción u objeto de comercio ilegal, tema en el cual ha interactuado con la CONAF (Corporación Nacional Forestal), otro organismo del gobierno, especializado en el tema de la conservación de la silvicultura  y de incentivar la conservación y el aumento de la superficie del territorio cubierta por bosques naturales o plantados por el hombre.


d) El ruido 

El ruido aparenta ser el más inofensivo de los agentes contaminantes, puesto que, es percibido fundamentalmente por un solo sentido, el oído, y ocasionalmente, en presencia de grandes niveles de presión sonora, por el tacto (percepción de vibraciones), en cambio el resto de los agentes contaminantes son captados por varios sentidos con similar nivel de molestia.


Sin embargo, constituye también un objeto de preocupación preferente de la autoridad ambiental chilena, porque los estudios científicos demuestran que niveles elevados de ruido afectan, no solo a la tranquilidad pública, la concentración en el trabajo y en el sueño, sino que en ciertos niveles muy elevados y repetidos, se traduce en daño a la función auditiva.


La CONAMA  ha elaborado o propiciado las siguientes propuestas y estudios en relación al ruido:

- Propuesta de Norma de Ingreso para Vehículos Nuevos Livianos y Medianos sobre Niveles Máximos Permisibles de Ruido

- Elaboración del D.S. Nº 129/02 MINTRATEL. Análisis general del impacto económico y social de la norma de emisión de ruido para buses de locomoción colectiva urbana y rural

- Elaboración del D.S. Nº 146/97 MINSEGPRES. Análisis general del impacto económico y social para la modificación de la norma que regula la contaminación acústica contenida en el D.S. Nº 286/84 Minsal (fuentes fijas)

- Estudio - Elaboración de Estudio y Antecedentes para la Revisión de la norma sobre Contaminación Acústica para Vehículos de Locomoción Colectiva contenida en el D.S. N° 122/91 MINTRATEL

- Estudio - Elaboración de Propuesta de Normativa para la Regulación de la Contaminación Acústica Generada por Carreteras y Autopistas

- Estudio - Elaboración de Antecedentes relativos a la Emisión de Ruidos Generados por Actividades de Construcción

- Estudio - Asesoría para la Campaña de Mediciones como antecedentes para la Elaboración de la Norma de Emisión de Ruidos Generados por Actividades de Construcción; y

- Texto con Recomendaciones para disminuir la Contaminación Acústica 

d) Los residuos.

Son objeto de la preocupación ambiental, los siguientes residuos:

· Los residuos sólidos domiciliarios;

· Los residuos sólidos no domiciliarios

· Los residuos líquidos domiciliarios

· Los residuos líquidos industriales

· El reciclaje o tratamiento de los residuos, especialmente líquidos.

También es motivo preferente de la preocupación ambiental, la contaminación marina proveniente de los derrames de hidrocarburos, el lavado  y eliminación hacia el mar de los residuos de los buques y otros agentes contaminantes químicos o de cualquier otra naturaleza u origen.   Pero en Chile la responsabilidad por daños al medio ambiente marino está a cargo de la autoridad marítima, que la ejerce la Dirección General del Territorio Marítimo y de la Marina Mercante, y cuenta con un Estatuto propio, contenido básicamente en la Ley de Navegación.

e) La contaminación lumínica 

Cuando no podemos ver las estrellas a pesar de que el cielo está despejado, la causa es la excesiva contaminación lumínica, que es provocada por toda aquella luz que no es aprovechada para iluminar el suelo y las construcciones. Esto puede suceder por dos razones principales: porque el haz luminoso no es dirigido hacia abajo, o porque la radiación luminosa es de una longitud de onda que el ojo humano no percibe.

f) La atmósfera global 

Chile es uno de los países más afectados por el problema de la capa de ozono, que afecta a la atmósfera global.

Por ello, la autoridad medio ambiental chilena promueve y apoya  la adopción de productos y tecnologías que no la destruyan. En forma paralela, e gestiona ante las instancias pertinentes la promulgación de una ley que prohíba la importación de sustancias y productos que agotan el ozono estratosférico, asegurando de esta manera el cumplimiento de los compromisos establecidos en los convenios y protocolos internacionales sobre la materia y ratificados por Chile (especialmente el Protocolo de Montreal).

g) Protección de la Biodiversidad

Por el término biodiversidad, contracción de la expresión “diversidad biológica”, se expresa la variedad o diversidad del mundo biológico. En su sentido más amplio, biodiversidad es prácticamente un sinónimo de la expresión “vida sobre la Tierra”. El término se acuñó en 1985 y desde entonces se ha venido utilizando ampliamente tanto en los medios de comunicación como en círculos científicos y de las administraciones públicas. 

En relación a este tema la CONAMA ha desarrollado estudios y políticas de protección de la Flora y de la Fauna y, en general de los ecosistemas.


Se entiende por ecosistema, un sistema dinámico relativamente autónomo formado por una comunidad natural y su medio ambiente físico. El concepto, que empezó a desarrollarse en las décadas de 1920 y 1930, tiene en cuenta las complejas interacciones entre los organismos —plantas, animales, bacterias, algas, protozoos y hongos, entre otros— que forman la comunidad y los flujos de energía y materiales que la atraviesan.


Entre los estudios específicos realizados al respecto cabe mencionar los siguientes:

- Estrategia Nacional de Biodiversidad

- Estrategia de Biodiversidad para la VI Región del Libertador B. O´Higgins

- Estrategia de Biodiversidad para la  IX Región de la Araucanía

Especialmente relevante en este aspecto es el proyecto GEF en Magallanes, un gran esfuerzo por garantizar la protección y uso sustentable de la naturaleza 

La Región de Magallanes y sus pares de Los Lagos y Atacama, bajo la coordinación de CONAMA están protagonizando la construcción de la primera red de Áreas Marinas Costeras Protegidas de uso múltiple en Chile. El desarrollo de la ciencia y el turismo a través de la empresa Whalesound en el Parque Marino “Francisco Coloane” es un antecedente inmediato para el futuro desarrollo de esta iniciativa en la región.

4.- La responsabilidad por daño ambiental.


a) Principios generales SEQ CHAPTER \h \r 1

El Art. 2° letra e) de la Ley 19.300 sobre “Bases generales del medio ambiente”, define lo que debe considerarse como daño ambiental diciendo que por tal debe entenderse “toda pérdida, disminución, detrimento o menoscabo significativo inferido al medio ambiente o a uno o más de sus componentes”.

Por su parte, el Art. 3º de la misma ley precisa que, ... “sin perjuicio de las sanciones que señale la ley, todo el que culposa o dolosamente cause daño al medio ambiente, estará obligado a repararlo materialmente a su costo si ello fuere posible e indemnizarlo en conformidad a la ley”.

Las normas sobre responsabilidad por daño al medio ambiente contenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las de dicha ley. En esta situación se encuentran, por ejemplo, las normas sobre la contaminación marina contempladas en la Ley de Navegación (D.L 2.222 de 1978), sobre la contaminación nuclear, que regula la Ley de Seguridad Nuclear (Ley 18302 de 1984) y la contaminación agrícola, que se encuentra regida por las Ley de Protección Agrícola (DL 3.557 de 1981). También se encuentra regulada especialmente la protección de los recursos silvícolas, a cargo de los cuales se encuentra la Corporación Nacional Forestal (CONAF).

En lo no previsto por la ley 19.300 o en las leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.


El Art. 51 de la misma ley reitera  el principio establecido en el Art 3°, en cuanto a que... “todo el que culposa o dolosamente cause daño ambiental, responderá del mismo en conformidad a la presente ley”. 

En consecuencia, requiriéndose la presencia del dolo o culpa, la legislación chilena no establece en materia ambiental, en principio, una responsabilidad objetiva o de derecho estricto, con excepción de lo previsto en el Art. 55, sólo en cuanto a la  acción indemnizatoria deducida por el personalmente afectado por la contaminación que provenga de fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o descontaminación, o a regulaciones especiales para situaciones de emergencia. Dicha norma expresa que:

“Si los responsables de fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o descontaminación, o a regulaciones especiales para situaciones de emergencia, según corresponda, acreditaren estar dando íntegro y cabal cumplimiento a las obligaciones establecidas en tales planos o regulaciones, de todos modos están expuestos a la interposición de una acción indemnizatoria ordinaria deducida  por el personalmente afectado”.

Además, el Art. 52 de la ley establece una presunción legal de responsabilidad que facilita las acciones de quienes persiguen la reparación y la indemnización del daño, aún cuando sólo para los casos que indica:


“Se presume legalmente la responsabilidad del autor del daño ambiental, si existe infracción a las normas de calidad ambiental, a las normas de emisiones, a los planes de prevención o descontaminación, a las regulaciones especiales para los casos de emergencia ambiental o a las normas sobre protección, preservación o conservación ambientales, establecidas en la ley 19.300 o en otras disposiciones legales o reglamentarias”.


La ley precisa que “habrá lugar a la indemnización si se acreditare relación de causa a efecto entre la infracción y el daño producido”.


En relación al principio de la responsabilidad por daño ambiental es interesante comparar la legislación chilena con la que disponen otros países. Conviene dejar establecido que en la doctrina internacional en forma prácticamente unánime y en la legislación comparada en términos muy extendidos, se acepta el principio de que “el que contamina paga”.

En la legislación de USA, el análisis de las múltiples leyes federales y estatales que regulan la protección del medio ambiente, el principio se enuncia de la siguiente forma.


“- Toda persona que participe en, ejerza control sobre, o tenga responsabilidad en el control de actividad material peligrosa puede llegar a ser responsable por las consecuencias de dicha actividad; y

El costo de remediar la contaminación medioambiental puede ser impuesto sobre todas las personas que: 1) activa o pasivamente participan en dicha actividad; 2) profitan de la actividad que causa la contaminación, o 3)se beneficiarán económicamente del remedio de la contaminación”. 

Reglas semejantes contienen las legislaciones de los principales países europeos.

En la República Argentina, la protección ambiental está consagrada por la ley  25.675, de  27 de noviembre de 2002, que establece los siguientes principios:

* Se define el daño ambiental como toda alteración relevante que modifique negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valores colectivos (Art. 27). 

*  En cuanto a la responsabilidad dicha ley expresa que, “El que cause el daño ambiental será objetivamente responsable de su restablecimiento al estado anterior a su producción. En caso de que no sea técnicamente factible, la indemnización sustitutiva que determine la justicia ordinaria interviniente, deberá depositarse en el Fondo de Compensación Ambiental que se crea por la presente, el cual será administrado por la autoridad de aplicación, sin perjuicio de otras acciones judiciales que pudieran corresponder (Art 28).

Sin embargo, el Art 29 admite la exención de responsabilidad, la que se producirá solamente “acreditando que, a pesar de haberse adoptado todas las medidas destinadas a evitarlo y sin mediar culpa concurrente del responsable, los daños se produjeron por culpa exclusiva de la víctima o de un tercero por quien no debe responder. La responsabilidad civil o penal, por daño ambiental, es independiente de la administrativa. Se presume iuris tantum la responsabilidad del autor del daño ambiental, si existen infracciones a las normas ambientales administrativas” (Art 29). 
En la República Oriental del Uruguay la responsabilidad civil por daño ambiental se rige por los principios generales que contempla para la institución de la responsabilidad el  Código Civil, sin perjuicio que la Ley General de Protección del Ambiente, Nº 17.283 del año 2000 contempla expresamente la obligación del responsable de hacerse cargo de las acciones conducentes a la recomposición, reducción o mitigación del daño ambiental causado. Salvo excepciones, la responsabilidad es primordialmente subjetiva. Exige dolo o culpa por negligencia, imprudencia o impericia derivada del estándar del individuo medio.

b) La acción para obtener la reparación del daño


Producido un daño ambiental, la ley chilena concede acción (una suerte de acción popular limitada) para obtener la reparación del medio ambiente dañado, lo que no obsta al ejercicio de la acción indemnizatoria ordinaria por el directamente afectado.


Son titulares de la acción ambiental precedentemente señalada y con el sólo objeto de obtener la reparación del medio ambiente dañado, la personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que hayan sufrido el daño o perjuicio, las Municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por algunos de los titulares señalados, no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros. Para los efectos del Art. 23 del Código de Procedimiento Civil, se presume que las Municipalidades y el Estado tienen interés actual en los resultados del juicio.


La ley dispone que cualquier persona podrá requerir a la Municipalidad en cuyo ámbito se desarrollen las actividades que causen daño al medio ambiente, para que ésta, en su representación y sobre la base de los antecedentes que el requirente deberá proporcionarle, deduzca la respectiva acción ambiental. La Municipalidad estará obligada a demandar en el término de 45 días y si resolviere no hacerlo emitirá dentro de igual plazo una resolución fundada que se notificará al requirente por carta certificada. La falta de pronunciamiento de la Municipalidad en el término indicado la hará solidariamente responsable de los perjuicios que el hecho denunciado ocasionare al afectado.


Según prescribe el Art. 63  la acción ambiental y las acciones civiles emanadas del daño ambiental prescribirán en el plazo de cinco años, contados desde la manifestación evidente del daño.


Como ya hemos adelantado, si los responsables de fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o descontaminación, o a regulaciones especiales para situaciones de emergencia, según corresponda, acreditaren estar dando íntegro y cabal cumplimiento a las obligaciones establecidas en tales planos o regulaciones, de todos modos están expuestos a la interposición de una acción indemnizatoria ordinaria deducida  por el personalmente afectado (Art 55). De una manera muy tibia y con una redacción deficiente (están expuestos a…), se consagra aquí una responsabilidad objetiva.
Esta norma consagra claramente, la responsabilidad objetiva o de derecho estricto, de quien es dueño o está a cargo de una determinada actividad, o medio potencialmente apto para causar contaminación, y su consecuente obligación de reparar e indemnizar el daño ambiental, aunque no tenga culpabilidad en el suceso.

Recientemente, la Reforma Constitucional aprobada por  Ley Calificada N° 20.500 de fecha 28 de agosto de 2005 ha venido a agregar un nuevo inciso al Art. 20 de la Constitución Política que expresa lo siguiente: "Procederá también el recurso de protección en el caso del N° 8° del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada". 

En consecuencia, en caso de contaminación producida o tolerada por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada, el o los afectados dispondrán de la alternativa de utilizar esta acción constitucional que tendrá como objeto exclusivo obtener que se adopten las medidas tendientes a poner término a la contaminación, pero no al resarcimiento de los daños causados. Esta acción constitucional, por tener preferencia absoluta, es un remedio muy expedito.
c) Las sanciones


Corresponde a las Municipalidades,  en conformidad con su ley orgánica constitucional, y a los demás organismos competentes del Estado, requerir del juez competente ( que es el Juez de Letras en lo Civil del lugar en que se origine el hecho que causa el daño o el del domicilio del afectado a elección de este último), la aplicación de sanciones a los responsables de fuentes emisoras que no cumplan con los planes de prevención o descontaminación, o con las regulaciones especiales para situaciones de emergencia ambiental, o a los infractores por incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere la Ley de Bases del Medio Ambiente.


En el Art. 56, la ley contempla las siguientes sanciones para los responsables:


a) Amonestación.


b) Multas de hasta 1000 Unidades Tributarias Mensuales; y


c) Clausura temporal o definitiva.


En cualquiera de estos casos el juez podrá, si la gravedad de la infracción lo amerita, ordenar la suspensión inmediata de las actividades emisoras u otorgar a los infractores un plazo para que se ajusten a las normas.


Cuando el juez acoja una acción ambiental o indemnizatoria deducida en conformidad a lo prescrito  en el Art. 53 de la ley, y establezca en su sentencia que el responsable ha incurrido en alguna de las conductas descritas en el inciso 1º del Art. 56, impondrá de oficio alguna de las sanciones que ese artículo enumera.

d) El seguro


La legislación chilena no contempla la exigencia de ningún seguro para proteger la responsabilidad civil por daño ambiental, con la única excepción de  los casos en que el interesado en la aprobación de un proyecto cuyo impacto ambiental  esta sujeto al examen y aprobación de la Autoridad Ambiental, solicita autorización para iniciar inmediatamente la ejecución de dicho proyecto antes de dicha aprobación.


Distinto es el caso, por ejemplo, de la legislación argentina, que dispone que “Toda persona física o jurídica, pública o privada, que realice actividades riesgosas para el medio ambiente, los ecosistemas y sus elementos constitutivos, deberá contratar un seguro de cobertura con entidad suficiente para garantizar el financiamiento de la recomposición del daño que en su tipo pudiera producir”. Sin embargo agrega, como alternativa, que dichas personas podrá, “según el caso y las posibilidades.. integrar un fondo de restauración ambiental que posibilite la instrumentación de acciones de reparación”
.


Sin embargo, según entendemos, hasta la fecha de hoy, todavía dicha norma no es operativa, atendido el hecho de no haber sido reglamentados ni previstos los aspectos instrumentales  relacionados tanto con el seguro de cobertura por responsabilidad civil de daño ambiental, como el fondo de restauración ambiental mencionados en la ley
. 

5.- El Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental  (SEIA).

El Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), creado por la Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, constituye un instrumento de gestión ambiental de carácter preventivo, cuyo objetivo central es determinar, previo a su ejecución, si el impacto de un determinado proyecto o actividad se ajusta a las normas vigentes.

En efecto, el artículo 8 de la citada Ley establece que aquellos proyectos que se someten al SEIA "...solo podrán ejecutarse o modificarse previa evaluación de su impacto ambiental". Asimismo, en su artículo 9º establece que "las Declaraciones de Impacto Ambiental o Estudios de Impacto Ambiental se presentarán, para obtener las autorizaciones correspondientes, ante la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región en que se realizarán las obras materiales que contemple el proyecto o actividad, con anterioridad a su ejecución".

6.-
La Autorización Provisoria en el SEIA 

Una de las reglas generales que rigen el SEIA es que los proyectos o actividades que deben someterse a él están imposibilitados de ejecutarse, en cualquiera de sus fases o etapas, previo a su calificación ambiental aprobatoria, la cual se formaliza a través de la Resolución de Calificación Ambiental. 

No obstante lo estipulado en este precepto, el artículo 15 de la Ley Nº 19.300 establece una excepción a esta regla general, la denominada Autorización Provisoria, que por su intermedio permite que un proyecto o actividad pueda iniciar su ejecución en forma previa a la dictación de la Resolución de Calificación Ambiental.

La Autorización Provisoria corresponde a una autorización de carácter provisional, otorgada por el órgano competente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA), para, en casos debidamente evaluados, iniciar la ejecución de un proyecto o actividad sometido a evaluación en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en forma previa a que sea resuelta su calificación ambiental.

La Autorización Provisoria tiene un carácter provisional por cuanto cesa su aplicabilidad una vez finalizado el proceso de evaluación ambiental del proyecto o actividad, vale decir, al momento de ser emitida la respectiva Resolución de Calificación Ambiental.

Cabe destacar que la Autorización Provisoria no condiciona la Resolución de Calificación Ambiental, en razón a que esta última, en la culminación del proceso de evaluación ambiental, establece en forma definitiva la calificación ambiental del proyecto o actividad.

El estudio de la forma y tramitación de una autorización provisoria nos conduce a examinar los siguientes aspectos:

a) Órgano de la Comisión Nacional del Medio Ambiente que es competente para otorgar una Autorización Provisoria

El órgano de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) competente para otorgar una Autorización Provisoria, es  aquel que tiene la competencia para evaluar el proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Es decir, para aquellos proyectos o actividades regionales, el órgano competente de CONAMA es la Comisión Regional del Medio Ambiente (COREMA) de la región en la cual se emplazan las obras o acciones del proyecto o actividad; y para aquellos proyectos o actividades interregionales, el órgano competente es la Dirección Ejecutiva de CONAMA.

b) Proyectos o actividades que pueden solicitar una Autorización Provisoria

Una Autorización Provisoria puede ser solicitada para cualquier proyecto o actividad que ingresa, en forma obligatoria o voluntaria, al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, siempre y cuando dicho ingreso se realice a través de un Estudio de Impacto Ambiental (Inciso 2º del artículo 15º de la Ley Nº 19.300).

Están facultados para solicitar una Autorización Provisoria, los representantes legales, debidamente facultados y acreditados, de las personas naturales o jurídicas reconocidas como titulares de los proyectos o actividades para efectos del SEIA.

c) Oportunidad en la que se debe solicitar una Autorización Provisoria

De acuerdo a lo estipulado por el artículo 15 de la Ley Nº 19.300, una Autorización Provisoria debe ser solicitada al momento de ser efectuada la presentación del Estudio de Impacto Ambiental del proyecto o actividad al SEIA.

d) La Solicitud de Autorización Provisoria

La Solicitud de Autorización Provisoria (SAP) constituye el acto formal, documentado, mediante el cual el Titular de un proyecto o actividad que se somete, obligatoria o voluntariamente al SEIA, eleva una solicitud al órgano competente de CONAMA para iniciar el mencionado proyecto o actividad. 
La SAP constituye un acto documentado, por cuanto el Titular debe incorporar en la correspondiente Solicitud, aquellos antecedentes que permitan, al órgano competente de CONAMA, evaluar la pertinencia de otorgar Autorización Provisoria solicitada.
e) Contenidos mínimos que debe tener una Solicitud de Autorización Provisoria

La SAP debe constituir un documento de carácter autosustentable y autoreferido, por cuanto la información en él contenida debe ser adecuada en magnitud, calidad y nivel de detalle para efectos que el órgano competente de CONAMA pueda conocer y evaluar los potenciales riesgos de daño al medio ambiente, las formas de reparación de los potenciales daños ambientales que pueden suscitarse con motivo del inicio del proyecto, y la estimación del valor de reparación de los eventuales daños. 
De acuerdo al Reglamento del SEIA la SAP debe contener, a lo menos, los siguientes antecedentes:
a)      La identificación del proyecto y de su Estudio de Impacto Ambiental.
b)      La identificación y descripción pormenorizada de las obras respecto a las cuales se solicita autorización provisoria, y de las medidas que se adoptarán para hacerse cargo de los impactos ambientales asociados a dichas obras.
c)      Una lista de los permisos ambientales sectoriales que se requieren para ejecutar las obras respecto a las cuales se solicita autorización provisoria.
d)      La póliza de seguro a que se refiere el Título VIII del reglamento del SEIA y los antecedentes que justifiquen el monto total asegurado que se indique en dicha póliza.

f) Criterios del ente regulador para evaluar la pertinencia de autorizar el inicio del proyecto o actividad.

Según se establece en el artículo 113 del reglamento del SEIA, para los efectos de evaluar la pertinencia de autorizar provisoriamente el inicio del proyecto o actividad, se deberá considerar, entre otros, los siguientes criterios:
a)      La gravedad de los eventuales daños ambientales que puedan ocurrir a consecuencia de la ejecución de las obras solicitadas, atendiendo a su magnitud, duración, gradualidad y ubicación.
b)     La posibilidad de estimar y acotar los eventuales daños ambientales.
c)      La factibilidad de revertir o reparar los eventuales daños ambientales.
d)     La probabilidad de ocurrencia de los eventuales daños ambientales.
e)     La separación temporal entre el hecho que causa el daño ambiental y la  manifestación evidente del mismo.
f)      La circunstancia que las obras respecto de las cuales se solicita autorización provisoria presenten, por sí mismas, alguna de las características señaladas en el artículo 11 de la Ley, que ameritaron que el proyecto o actividad, del cual forman parte, debiera presentarse bajo la forma de un Estudio de Impacto Ambiental.


g) Contratación de una póliza que cubra los daños al medio ambiente.

Por último, para que la autoridad chilena en materia de protección ambiental otorgue una autorización provisoria para iniciar las obras preliminares de un proyecto en estudio, es necesario garantizar mediante una póliza de seguro, la responsabilidad por eventuales daños al medio ambiente que se causen durante el periodo anterior  a la aprobación definitiva del proyecto. 

Segunda Parte: Las pólizas de seguro que cubren daños ambientales en Chile.

7.- Exposición del tema.
Nos referiremos a continuación, a los distintos tipos de seguros que cubren un daño medio ambiental, tanto en la etapa de ejecución provisoria de un proyecto, como los daños al medio ambiente que surjan con posterioridad a la aprobación definitiva, como también aquellos que no guardan ninguna relación con la ejecución de un proyecto que haya sido objeto de una evaluación de impacto ambiental y que derivan simplemente de un hecho o accidente. También nos referiremos, brevemente, al seguro por contaminación marina.

8.- A) La Póliza de Seguro Obligatorio por riesgo de daño al medio ambiente causado durante la ejecución de un proyecto sujeto a aprobación.

 
Como hemos dicho, para que la autoridad chilena en materia de protección ambiental otorgue una autorización provisoria para iniciar las obras preliminares de un proyecto en estudio, es necesario garantizar la responsabilidad por eventuales daños al medio ambiente mediante una póliza de seguro, y esta es la primera póliza que analizaremos.

Dicha póliza de seguro de riesgo por daño al medio ambiente constituye, entonces, un instrumento formal exigido por la ley,  que respalda la solicitud de Autorización Provisoria. 

Ésta es, pues, una póliza de seguro obligatorio, y de hecho es la única que tiene en Chile dicho carácter, pues la ley no exige un seguro que cubra la responsabilidad que nazca de las operaciones ordinarias de un proyecto que ya cuente con una aprobación ambiental definitiva y en cuanto a la contaminación marina, si bien la Ley de Navegación obliga a que “toda nave o artefacto naval que mida mas de tres mil toneladas” suscriba una póliza que cubra la responsabilidad por contaminación, acto seguido acepta como alternativa cualquiera otra “garantía financiera otorgada por un banco o por un fondo internacional de indemnizaciones”.
De acuerdo al reglamento del SEIA, las menciones generales que debe contener la póliza de seguro obligatorio a que nos estamos refiriendo, serán, a lo menos, las siguientes:

a)   La cobertura del seguro, “para lo cual se indicará que la póliza garantiza, hasta el monto asegurado, el fiel cumplimiento por parte del afianzado de su obligación de reparar el daño al medio ambiente, en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 15 de la Ley, en el presente título y en las condiciones generales y particulares que se establezcan en la pertinente póliza.”

El fiel cumplimiento por parte del afianzado de su obligación de reparar incluirá todos los riesgos por daños al medio ambiente que sean consecuencia de los actos u omisiones del titular del proyecto o actividad o de las personas de las cuales legalmente responde. En todo caso se señalará que el riesgo podrá provenir de una situación accidental, sea repentina o gradual.
b)   El plazo que tiene el beneficiario de la póliza para denunciar el hecho dañoso, el que no podrá ser inferior a seis (6) meses contados desde que expire la vigencia de la póliza.
c)    La individualización de las partes contratantes, para lo cual se indicará que la calidad de afianzado corresponderá al titular del proyecto y que la calidad de beneficiario y asegurado corresponderá a la Comisión Nacional del Medio Ambiente.
d)   La cantidad o suma asegurada. 
e)   La prima del seguro, y el tiempo, lugar y forma en que haya de ser pagada, para lo cual se indicará expresamente que la falta de pago de la prima es inoponible al beneficiario.
f)  La fecha, con expresión de la vigencia de la póliza de seguro. Si se ampliare el plazo de ciento veinte días para pronunciarse sobre el Estudio de Impacto Ambiental, la vigencia de la póliza de seguro se entenderá ampliada por el mismo término en que se extendiere el plazo para dictar el pronunciamiento, lo que deberá consignarse en dicha póliza. Si se acordare suspender el plazo señalado en el artículo 15, inciso primero de la Ley, en la póliza deberá consignarse que la vigencia de ésta se entenderá automáticamente prorrogada por un término igual al plazo de suspensión acordado. 

9.- Primer modelo de póliza elaborada para garantizar la responsabilidad la ejecución de un proyecto bajo autorización provisoria. 

En junio de 1997 la CONAMA solicitó al autor de éste trabajo, la elaboración de un Proyecto de Póliza de Seguro que cubriera el daño medio-ambiental acaecido por consecuencia de la ejecución de un proyecto de inversión, cuyo Estudio de Impacto Medio Ambiental estuviera pendiente de aprobación por Conama o alguna Corema, para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo de la ley 19.300, es decir para poder aprobar la ejecución inmediata de dicho proyecto en tanto se tramita y al final se aprueba o deniega la autorización medioambiental para ejecutarlo en definitiva.

Fruto de dicho trabajo que se enmarcó dentro de pautas de trabajo (términos de referencia) fijadas por CONAMA en conjunto con la Universidad Diego Portales y que fue ejecutado con participación y conocimiento del Sr. Fiscal de Seguros y del Comité Jurídico de la Asociación de Aseguradores de Chile, se redactó un Modelo de Póliza cuyas características y fundamentos expondremos brevemente.

10.- Naturaleza y características del primer modelo de póliza. 

Atendida la naturaleza del encargo, la idea que tuvimos en mente  al elaborar la póliza, fue redactar un texto que, siendo jurídica y doctrinariamente correcto; cumpliendo con las normas legales y reglamentarias que rigen tanto a la protección del medio ambiente como al contrato de seguros en Chile, fuera además,  un texto concretamente útil, es decir, que no se desprendiera de la realidad y que pudiera ser efectivamente utilizado para la finalidad con que fue concebido éste seguro en al Art. 15 de la Ley de Bases del Medio Ambiente.

Es decir, elaboramos un modelo de póliza de seguro de responsabilidad civil (como exige que lo sea la ley y el reglamento), que nosotros estimamos viable y cuyas principales características eran las siguientes:

I. Denominación:

La Póliza se denomina (Póliza de Seguro que cubre la Responsabilidad Civil por Daño Ambiental( que provenga de proyectos sujetos a aprobación de un estudio de impacto ambiental, de acuerdo a la norma del Artículo 15 de la Ley 19.300 sobre Bases del Medio Ambiente.

II.Naturaleza de sus cláusulas:
Como es natural y regla general en la materia, el texto corresponde a lo que se denomina (Condiciones Generales( de un Contrato de Seguros, esto es el texto uniforme y standard empleado en todas las pólizas de seguro de un mismo ramo que se ajusten al modelo aprobado y que por lo tanto cumple la función de regular aquellas materias que no cambian de una póliza a otra, de modo que sus cláusulas son iguales en todo seguro del mismo tipo. 

III. Estructura:
La póliza se estructuró en tres capítulos, a saber:

- Definiciones: En su Art. 1° contiene 17 definiciones sobre lo que nos  pareció son las instituciones mas importantes del seguro y el riesgo a que se refiere la póliza, buscando que de alguna forma ella  fuera autosuficiente y que cualquier persona pudiera entender el significado de sus términos, sin necesidad de recurrir a otros textos o consultas.

Las definiciones las tomamos de la Ley de Bases del Medio Ambiente,  del moderno Proyecto de Ley sobre Contratos de Seguros que se encuentra pendiente de aprobación en el Congreso Chileno y, por último, de opiniones doctrinarias en dos de ellas ( las últimas).

- Cobertura: Como su nombre lo indica, este capítulo corresponde a la identificación de los riesgos cubiertos por el seguro, es decir, determinar que es lo que la póliza asegura al contratante, es decir, cuales son los riesgos del asegurado que el asegurador toma sobre si, incluyéndose aquí el importante punto relativo al plazo máximo para reclamar un siniestro.

Como es natural siguiendo las orientación Aristotélica tradicional (que individualiza las cosas por el género próximo y la  deferencia específica), el modelo de póliza delimita el riesgo en dos artículos, de los cuales uno, el Art. 2., se refiere al tipo de riesgo que cubre y el otro, el Art. 3., a aquellas situaciones o eventos excluídos de cobertura.

- Disposiciones Generales: El capítulo tercero comprende todo el resto de los artículos de la póliza y se denominada (Disposiciones Generales(.

Dentro de ellas se regula la vigencia del seguro y la forma en como ella puede ser prorrogada; la extensión territorial de la cobertura, el deber de información del asegurado y la inspección y prevención de siniestros; la consecuencia de las alteraciones del riesgo y las normas aplicables en caso de reticencia, fraude o dolo; el procedimiento aplicable en caso de siniestro, presunto, en gestación o incubación, efectivo o potencial.

Luego la póliza se refiere a la indemnización de siniestros en sus diversas alternativas, contemplándose, además de la posibilidad de indemnizar el siniestro en dinero, que es la forma natural al tenor de lo que dispone el Art. 550 del Código de Comercio, la de reparación del daño, efectuada en coordinación con los organismos del Estado con competencia ambiental en la materia de que se trate.

Prosigue, tratando de los efectos de la falta del pago de la prima y los derechos de la compañía aseguradora sobre ella.

Posteriormente se regulan las situaciones producidas por terminación anticipada del seguro y las normas comunes aplicables a los casos en que el contrato quedare sin efecto, o de que se inicien acciones para ponerle término, situación en la cual el asegurador deberá avisar a la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, según sea el caso, contemplándose que la falta de esta comunicación hará inoponible el término del seguro al beneficiario con lo que queda mejor protegido el interés común, representado por las instituciones con competencia en materias ambientales, es decir, Coremas y Conama.

Por último, los arts. 16, 17 y 18 se refieren a situaciones que están reguladas comúnmente en las condiciones generales de todo contrato de seguro, como son, el arbitraje en caso de dificultades que surjan entre las partes, la forma en como deben efectuarse las comunicaciones entre ellas y el domicilio que las partes fijan para los fines del seguro.

IV. Temas de mayor trascendencia dentro del contrato.

1.- Bien jurídico protegido.
De acuerdo con el principio claramente expuesto en los artículos 53 y 54, en relación al artículo 15, todos de la Ley 19.300, el bien jurídico protegido por la legislación ambiental y por esta póliza es el medio ambiente en si, y por lo tanto la póliza no cede en beneficio de ninguna persona en particular.  Los particulares conservan su derecho a reclamar sus daños personales y patrimoniales  propios por las acciones ordinarias, civiles y/o criminales correspondientes a su calidad de directamente perjudicados.

2.- Sobre el plazo para reclamar un siniestro.
Contempla el plazo mas largo  admisible o contemplado en la Legislación Mercantil que rige al contrato de seguro. Ese plazo de prescripción está establecido en el Art. 822 del Código de Comercio y es de 4 años contado desde la fecha de ocurrencia del  siniestro, que tiene que haberse producido durante la fecha de vigencia del seguro.

3.-Sobre la naturaleza del evento generador de la responsabilidad.
Cumpliendo con la Ley y su Reglamento y también con lo que sostiene la doctrina internacional,  la póliza cubre la responsabilidad que surja de un siniestro, entendido como una eventualidad, un suceso aleatorio, una situación accidental que provenga de culpa o negligencia del asegurado o de quienes este es responsable civilmente, y que causa un daño en forma repentina y drástica o en forma gradual.

No se encuentran cubiertas las situaciones de contaminación crónica e inevitable que algunas actividades generan por su propia naturaleza, toda vez que estas constituyen un riesgo cierto y por lo tanto son jurídicamente imposibles de asegurar (Art. 522 del Código de Comercio). Por otra parte, ninguna compañía de seguros estaría dispuesta a cubrir un riesgo de ésta naturaleza. La única medida que cabe al respecto es no otorgar autorización para que dichas actividades se realicen.

Por otro lado el evento que constituye la causa directa del siniestro tiene que producirse durante el término de la vigencia de la póliza, de modo que no están cubiertas, por ejemplo, las situaciones de contaminación o daño ambiental preexistentes al otorgamiento de la autorización provisoria, como tampoco las que se produzcan después de que se haya otorgado la aprobación definitiva (o el rechazo) del proyecto.

11.- Evolución posterior de los acontecimientos. La póliza de Seguro de Garantía.


La póliza de responsabilidad civil referida precedentemente, que se apegaba estrictamente al tenor de la ley (que requería de una póliza de responsabilidad civil), pero que seguía las características jurídicas de este tipo de contrato de seguro no fue puesta en práctica por el organismo público, principalmente porque  dicha póliza requiere que se establezca una responsabilidad civil y el organismo regulador quería una protección que operara a todo evento y cualquiera que fuera la causa.


De allí las cosas evolucionaron hasta el punto de que, en último término se optó por exigir una póliza de seguro de garantía, a pesar de los términos de la ley que requieren de un seguro de responsabilidad civil.


Sin embargo, la póliza de seguro de garantía en uso no es de aquellas llamadas de cumplimiento o ejecución inmediato o ”a solo requerimiento del asegurado”, sino que precisa de una liquidación o ajuste ordinario (conforme a las normas comunes del Reglamento que las rige en Chile, que puede concluir perfectamente en un rechazo del reclamo de indemnización del siniestro, lo que convierte a esta póliza en un instrumento mas precario para el organismo controlador de las normas que protegen al medio ambiente (CONAMA), que la alternativa del seguro de RC que vino a reemplazar.

12.- La póliza de seguro de garantía por daño ambiental surgido durante la  ejecución de un proyecto bajo autorización provisoria.


Conforme a lo expuesto, la  CONAMA ha optado por aceptar que se concedan autorizaciones provisorias para la ejecución de proyectos, sobre la base de una simple póliza de garantía común.


Las compañías aseguradoras chilenas otorgan este seguro siempre y cuando el asegurado-afianzado constituya a su vez, en favor de ellas, una contra-garantía suficiente de que le serán restituidos los montos de dinero que ellas deban desembolsar en beneficio de CONAMA para reparar un daño ambiental. Por lo tanto, en definitiva, este no es otra cosa que un seguro de caución.


Las principales estipulaciones de esta póliza son las siguientes: 

1) La póliza precisa que es "Asegurado", la Comisión Nacional del Medio Ambiente, la "CONAMA",  quien es la única persona que tiene derecho a exigir el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el "Afianzado". 

"Afianzado" o "Tomador", es la persona natural o jurídica que solicita la contratación del   seguro a los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 15 inciso 2do. de la Ley N° 19.300; y 

"Asegurador" o "Compañía", la entidad aseguradora que ha emitido la póliza. 

2)  El objeto del seguro es garantizar, hasta el monto asegurado, el fiel cumplimiento por parte del afianzado, de su obligación de reparar el daño al medio ambiente, en los términos señalados en el inciso segundo del Artículo 15 de la Ley 19.300, en el Reglamento y en las Condiciones Generales de la presente póliza. El fiel cumplimiento de la obligación de reparar, incluirá todos los riesgos por daños al medio ambiente que sean consecuencia de los actos u omisiones del titular del proyecto o actividad o de las personas de las cuales legalmente responde. En todo caso el riesgo podrá provenir de una situación accidental, sea repentina o gradual. Cabe observar  que resulta difícil concebir la ocurrencia de un accidente “gradual”.

3) En cuanto a la extensión material de la cobertura, la póliza precisa que la garantía que  otorga, se extiende sólo respecto a las actividades comprendidas en la autorización provisoria solicitada a CONAMA, la cual se encuentra debidamente individualizada en las Condiciones Particulares de la presente Póliza y que forma parte integrante de la misma.  En consecuencia, precisa, la garantía no se extiende al cumplimiento de la obligación de reparar daños que sean consecuencias de actividades no contempladas en la solicitud de autorización presentado por el afianzado y que forma parte integrante de la póliza.

4) Sobre la naturaleza del seguro, la póliza expresa que se trata de un seguro a primera pérdida, de manera que no le resulta aplicable la regla de proporcionalidad a que se refiere el inciso segundo del artículo 532 del Código de Comercio. Cabe anotar que, por  regla general, la regla proporcional no se aplica en los seguros de caución, como éste, de modo que ésta cláusula es innecesaria.

5) En cuanto a la delimitación temporal del seguro, la póliza ampara el fiel cumplimiento por parte del afianzado de su obligación de reparar el daño al medio ambiente que cumpla las siguientes condiciones copulativas:

a)El hecho generador del daño ambiental debe haber ocurrido durante la vigencia de la póliza; y 

b)El denuncio de siniestro deberá hacerse por el asegurado durante el período de vigencia de la póliza o bien dentro del plazo de seis meses a contar del término de la vigencia de la misma. 

6) Justamente respecto a la Vigencia de la Póliza, se estipula que ella rige desde la fecha de otorgamiento de la autorización provisoria para iniciar el proyecto o actividad, hasta el vencimiento del plazo establecido en el inciso primero del artículo 15 de la Ley.

Si se ampliare el plazo de ciento veinte días para pronunciarse sobre el Estudio de Impacto Ambiental, la vigencia de la póliza de seguro se entenderá ampliada por el mismo término en que se extendiere el plazo para dictar el pronunciamiento.

Si se suspendiere el plazo para pronunciarse sobre el Estudio de Impacto Ambiental, la vigencia de la póliza se entenderá automática prorrogada por un término igual al plazo de suspensión acordado. En el evento que no se haya acordado un plazo determinado para la suspensión, la póliza se entenderá automática y sucesivamente prorrogada por un término de 30 días, hasta la entrega del addendum respectivo, a menos que el asegurador notifique por escrito a la Dirección Ejecutiva de la CONAMA o a la COREMA respectiva, según sea el caso, su decisión de no prorrogar la vigencia de la misma, con una anticipación de a lo menos 15 días al vencimiento del periodo respectivo.

En el caso de renovación automática a que se refiere el inciso anterior, el asegurador emitirá el endoso de prórroga respectivo y tendrá derecho a cobrar la prima por el período en cuestión.

7) El vencimiento del plazo de vigencia de la póliza no extingue la responsabilidad de la Compañía para con el asegurado respecto de los siniestros denunciados de conformidad a ella.

8) Queda entendido y convenido entre las partes que la devolución de la póliza por el asegurado a la Compañía, o del ejemplar que haga sus veces, efectuada antes del término de la vigencia de la cobertura, implica por parte del asegurado renuncia expresa de sus derechos a reclamar indemnización con cargo a dicha póliza.

9) Muy  fuera del lugar que le correspondería haber ocupado, el Artículo XV, último de la póliza, regula la obligación del afianzado de informar mensualmente al asegurador y al beneficiario sobre el estado y situación del medio ambiente (o sea, del estado del riesgo) o de uno o más de sus elementos naturales o artificiales comprendidos en el área de influencia del proyecto o actividad. 
10) Respecto a la  modificación del riesgo, la póliza estatuye que en el evento que la autorización que se otorgue al afianzado para iniciar provisoriamente el proyecto o actividades difiera de la solicitud de autorización individualizada en las Condiciones Particulares de la póliza, o sufra modificaciones con posterioridad a la emisión, el asegurador quedará liberado de la garantía otorgada respecto de daños ocasionados por actividades no contempladas en la solicitud original. Lo anterior,  sin perjuicio de los endosos que se emitan en orden a extender la garantía otorgada a actividades no contempladas en la aludida solicitud.

11) Inoponibilidad  al asegurado de los incumplimientos del afianzado o tomador.  La póliza prescribe que el afianzado es el tomador del seguro y sólo a él afectan las obligaciones sobre pago de la prima y otras que se estipulan en la referida propuesta. Agrega que  el incumplimiento por parte del afianzado de esas obligaciones, incluida la falta de pago de la prima, no es oponible al asegurado y no afectará ni perjudicará en modo alguno los derechos que a este último le corresponden de acuerdo a la póliza.

12) En cuanto a la denuncia del siniestro, la póliza expresa que ella  deberá hacerse por el asegurado a la Compañía tan pronto se haya constatado una manifestación de daño al medio ambiente que autorice para exigir al afianzado su reparación y en todo caso dentro del plazo estipulado en el Artículo III, esto es, durante el período de vigencia de la póliza o bien dentro del plazo de seis meses a contar del término de la vigencia de la misma.

13) Respecto a la Determinación y Configuración del Siniestro, la póliza prescribe que el asegurado podrá hacer efectiva esta póliza, hasta por un monto no superior a la suma asegurada, siempre que se cumplan las siguientes condiciones: 

a)Que el asegurado haya notificado al afianzado en forma fehaciente requiriéndole para que cumpla con su obligación de reparar el daño; 

b) Que el asegurado especifique, al momento de efectuar la denuncia de siniestro, el daño cuya reparación es de cargo del afianzado; y 

c) Que una vez cumplido lo anterior, se efectúe la liquidación del siniestro de acuerdo al procedimiento establecido en el Reglamento de los Auxiliares del Comercio de Seguros establecido en el Reglamento de los Auxiliares del Comercio de Seguros que consta del Decreto de Hacienda N° 863, publicado en el Diario Oficial de fecha 5 de abril de 1990.

El Artículo XIV, agrega respecto a dicha liquidación, que los siniestros, daños ambientales, alternativas de reparación, costos asociados a las mismas y otros parámetros utilizados para efectos de determinar el monto total asegurado, no son vinculantes (es decir, no obligan, determinan ni afectan) bajo ningún respecto, al proceso de liquidación contemplado en la póliza. 

14) En cuanto al pago de la indemnización, la póliza establece que la Compañía procederá a hacerlo efectivo una vez que ello proceda de acuerdo con las normas del Reglamento antes citado.

De acuerdo a lo expuesto en los números 13) c) y 14) precedentes, queda absolutamente en claro  que  esta no es una póliza de ejecución o de pago inmediato.

15) La póliza regula especialmente el derecho de subrogación del asegurador, señalando que por el hecho del pago del siniestro, la Compañía queda automática y legalmente subrogada en los derechos y acciones que el asegurado tenga contra el afianzado, de conformidad a lo establecido en los artículos 1.610 del Código Civil y 553 del Código de Comercio.

Reitera la póliza, innecesariamente, que la Compañía tiene derecho a que el afianzado le reembolse toda suma que ella haya pagado al asegurado en virtud de esta póliza con los reajustes e intereses que correspondan, incluyendo los gastos de la liquidación del siniestro.

16) También se encuentra regulada la eventual restitución de parte de la suma indemnizada, lo que ocurre en caso de que  por resolución judicial se determinare que el perjuicio indemnizado por la Compañía es superior al que realmente era de cargo del afianzado. En ese caso  el asegurado deberá restituir las sumas correspondientes incluidos los reajustes que procedan a la Compañía o al propio afianzado, sujeta la restitución en este último caso a la condición de que el afianzado ya hubiere hecho el reembolso respectivo a la Compañía de acuerdo a lo previsto en las normas sobre subrogación y recobro. 

13.- B) Las pólizas de seguro que cubren el daño ambiental repentino que no provenga de la ejecución de un proyecto pendiente de aprobación ambiental.


Fuera de la póliza de garantía que exige CONAMA y que se reproduce en el  acápite precedente, se aplican en Chile otros dos tipos de pólizas que cubren el daño ambiental que se produce repentinamente a consecuencia del ejercicio de cualquier actividad, como por ejemplo, el volcamiento de un camión que transporta un líquido u otra sustancia nociva, la que se derrama a consecuencia del accidente.


Estos modelos de póliza constituyen coberturas  de contratación voluntaria, toda vez que la ley chilena no contempla la obligación de disponer de un seguro que ampare la responsabilidad civil por daño ambiental, cuando un proyecto ha recibido aprobación definitiva y se encuentra en su etapa de operación ordinaria, cuando se trata de un daño ambiental causado por cualquier otro hecho de distinto origen a aquel.

Por lo tanto, estos seguros están a disposición de las personas naturales o jurídicas que voluntariamente quieran cubrir su responsabilidad ante la necesidad de reparar el daño ambiental causado por cualquiera actividad determinada en la póliza. Estas coberturas se otorgan en Chile por “Cláusulas Adicionales” a la Póliza de Seguro de Responsabilidad Civil general. Existen dos modelos registrados en la Superintendencia de Valores y Seguros de Chile, que transcribimos a continuación, destacando las disposiciones de su articulado que definen sus características. 


Cabe advertir la particularidad de que, por su forma de redacción, estas pólizas cubren los daños sufridos y/o reparados por los terceros afectados, pero no las acciones de mitigación de los daños que efectúe o financie el propio asegurado, situación incomprensible y de suyo muy injusta. En general, cabe advertir que su cobertura es muy restringida, sobre todo por la gran cantidad de eventos excluidos y desde luego cabe advertir que no cubren el daño gradual.

A) La primera de ellas es la Cláusula  Código  CAD 197009, cuyo tenor es el siguiente:

COBERTURA DE RESPONSABILIDAD CIVIL POR CONTAMINACION,PRIVATE 

ADICIONAL A: POLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL, CODIGO POL 1 97 008.
(Inscrita en el Registro de Pólizas bajo el Código CAD 1 97 009)

1.
Alcance de la Cobertura
No obstante la exclusión contenida en el Nº 3.12 del artículo 3 de las Condiciones Generales, esta póliza cubrirá la Responsabilidad Civil del asegurado por los daños originados por la contaminación causada por un acontecimiento asegurado, siempre que concurran las siguientes condiciones:


a)
Que el hecho generador de la contaminación ocurra en la ubicación indicada en las Condiciones Particulares.


b)
Que se trate de un hecho accidental, aleatorio y de carácter extraordinario.


c)
Que el hecho no sea una consecuencia normal de los procesos que se desarrollan en la instalación asegurada.


d)
Que el hecho generador sea ajeno a la voluntad y previsión del asegurado.


e)
Que los efectos perjudiciales al Medio Ambiente se manifiesten en forma repentina o concomitante, esto es, que sus signos, manifestaciones o indicios se produzcan por primera vez dentro de las 72 horas siguientes al comienzo de la emisión, vertido, inyección, depósito, descarga, escape, derrame, o filtración del agente contaminante.

2.
Delimitación Temporal de la Cobertura


2.1.
La presente cobertura solamente amparará aquellos siniestros que cumplan las siguientes condiciones:



a)
El acontecimiento causante de la contaminación no debe haberse originado con anterioridad a la fecha de vigencia del seguro.



b)
La primera manifestación constatable de la contaminación ha de registrarse dentro del período de vigencia del seguro.



c)
La reclamación de los perjudicados por el resarcimiento de los daños ha de formularse durante el período de vigencia de la póliza o bien dentro del plazo de dos años a contar desde la extinción del contrato de seguro.

Por consiguiente, no estarán cubiertas  las responsabilidades:

-
Que tengan su origen en acontecimientos o circunstancias sobrevenidos con anterioridad a la fecha de vigencia de la póliza.


-
Que resulten de supuestos de contaminación manifestados por primera vez con anterioridad a la vigencia de la póliza o bien con posterioridad a la fecha de extinción del contrato de seguro.


-
Que sean declaradas con ocasión de reclamaciones formuladas después de transcurridos dos años a contar desde la fecha de extinción del contrato de seguros.


2.2
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8 de las Condiciones Generales,  se considerará como fecha del siniestro la del momento de la primera manifestación constatable de la contaminación, de modo que todas las reclamaciones formuladas con motivo de una misma causa o acontecimientos se entenderá que corresponden al mismo siniestro.

3.
Exclusiones
Este adicional no cubre:


3.1
Responsabilidades por daños y perjuicios:



a)
que tengan el carácter de ciertos o de previsible ocurrencia en la actividad llevada a cabo en la instalación asegurada, así como los originados en defectos conocidos;



b)
originados por la mala utilización consciente o bien  por falta o defecto de mantenimiento, reposición o reparación de las instalaciones, sus partes integrantes y elementos de las mismas; y



c)
resultantes del incumplimiento por parte del Asegurado de su obligación de evitarlos, por conocer la existencia de un hecho capaz de originar contaminación.


3.2
Responsabilidades por daños causados a cualesquiera bienes, muebles o inmuebles, que sean actualmente o hayan sido poseídos, ocupados, arrendados o utilizados por el Asegurado, o que estén o hayan estado bajo cuidado, custodia o control a cualquier título.


3.3
Responsabilidades por la producción, manipulación, preparación, tratamiento, transporte, almacenaje, eliminación o gestión de residuos tóxicos y peligrosos.


3.4
Responsabilidades por daños resultantes de la normal explotación de la instalación asegurada, que no sean originados por un hecho accidental, aleatorio y extraordinario, así como los que se deriven de emisiones o vertidos que se encuentren dentro de los niveles máximos permitidos por la autoridad en el momento en que se produjeren.


3.5
Responsabilidades por daños genéticos causados a personas, animales o plantas, o bien los originados por la utilización de organismos genéticamente modificados.


3.6
Responsabilidades por daños resultantes de la denominada lluvia ácida.

              3.7
Daños causados por actividades desarrolladas fuera de las ubicaciones indicadas en las condiciones particulares.

               3.8
Responsabilidades causadas por residuos, radiaciones, vibraciones, olores, campos electromagnéticos o cualquier tipo de ondas.


3.9
Reclamaciones por modificación de la capa freática, sobreexplotación de acuíferos  o explotación ilegal de aguas.


3.10
Responsabilidades por daños causados:



a)
por los productos, materias o animales después de su entrega a terceros, tales como distribuidores, minoristas, consumidores o usuarios, o bien por su abandono, y



b)
a los trabajadores del asegurado por agentes contaminantes.


3.11
Reclamaciones por daños a bienes naturales, físicos o nacionales de uso público, por falta de disfrute de un medio ambiente adecuado o bien aduciendo otro concepto que no sea el puro valor de reposición o reparación, atendiendo al procedimiento más viable en términos de costo- beneficio de conformidad al dictamen de peritos con respecto a la valorización de los bienes dañados y de los perjuicios realmente acreditados, según se definen en la póliza.


3.12
Perjuicios que no sean consecuencia directa de los  daños personales o materiales sufridos por el reclamante de dicha pérdida y cubiertos por este seguro.


3.13
Responsabilidades resultantes de una contaminación gradual, entendiendo por tal aquella cuyos signos externos o indiciarios se perciban por primera vez  después de 72 horas a contar desde el comienzo de la emisión, vertido, inyección, depósito, fuga, descarga, escape, derrame o filtración del agente contaminante.

B)
La segunda de ellas es la Cláusula  Código  CAD 197010, cuyo tenor es el siguiente:


COBERTURA DE RESPONSABILIDAD CIVIL POR CONTAMINACION ASIMILADAPRIVATE 


DE  N.M.A. 1685.  LLOYD'S NON MARINE ASSOCIATION (ASOCIACION DE


ASEGURADORES NO MARITIMOS DEL LLOYD), ADICIONAL A: POLIZA DE


 RESPONSABILIDAD CIVIL CODIGO POL 1 97 008.
(Inscrita en el Registro de Pólizas bajo el Código CAD 1 97 010)

No obstante la exclusión Nº 3.12. contenida en el artículo 3 de las Condiciones Generales, se deja constancia que tal exclusión no será aplicable a las lesiones corporales ni a daños materiales a las cosas cuando la filtración, polución o  contaminación sea causada por un suceso repentino, no intencionado e inesperado ocurrido durante la vigencia de este seguro. 

El presente adicional no cubre el costo de remover, retirar, anular los efectos de o limpiar las substancias productoras de la filtración, polución o contaminación, a menos que tal filtración, polución o contaminación sea causada por un suceso repentino, no intencional o inesperado ocurrido durante la vigencia de este Seguro.

14.- C) Los seguros de responsabilidad civil que incluyen cobertura por contaminación gradual


Salvo en muy contados casos, los aseguradores de todo el mundo han venido presentando  una fuerte resistencia a la cobertura de responsabilidad por contaminación paulatina; como también a la falta de precisión en relación al momento en el que se hayan comenzado a producir los residuos contaminantes, y al momento en el que se hayan presentado las primeras manifestaciones (generalmente, las legislaciones, desentendiéndose de esta preocupación del sector asegurador, consideran, de modo exclusivo, al momento o momentos en los que se producen los daños).  En consecuencia es casi irreductible la decisión de los aseguradores en cuanto a dos de los aspectos de la cobertura, que son, primeramente, la exclusión, salvo contados casos, de la responsabilidad civil por contaminación paulatina, y la exigencia de que la reclamación se formule al asegurador dentro de un plazo perentorio, so pena de caducidad, que es, cabalmente, el sustrato de la cláusula claims made, considerada ilegal en aquellos países cuyas legislaciones consignan un específico plazo de prescripción para reclamar al asegurador.

Siguiendo esta tendencia mundial, el seguro por contaminación que se genera, manifiesta o aparece gradualmente  y cuyo origen exacto es muy difícil de precisar, para así acotar el riesgo,  no es asegurado en Chile por las Compañías Aseguradoras Chilenas. Por otra parte, por tratarse de un seguro de grandes montos asegurados y elevadas primas, sólo lo contratan las más grandes empresas con aseguradoras extranjeras, entre ellas, por el mercado de seguros de Londres, Suiza y Alemania.


Para apreciar la amplia cobertura que otorgan, a continuación transcribimos el texto correspondiente a la cobertura de responsabilidad civil  de una póliza de este tipo:

“Sección Primera.- Responsabilidad Civil en General por daños a terceros.

Sujeto a los términos, condiciones y exclusiones de esta Póliza, los Aseguradores indemnizarán al Asegurado por su responsabilidad legal de pagar cualquiera suma como compensación o por daños, por concepto de:

a) Lesiones causadas a cualquier persona; y

b) Daños ocasionados a cualquier propiedad

Surgida de, o incidente de o en conexión con el negocio del Asegurado, en cualquier parte del mundo, diferente a los riesgos de distinta naturaleza a los cubiertos por cualquiera otra parte en esta Póliza. 

Condiciones específicas de la Sección 1.

01 Límites y deducibles.

Respecto a la compensación, incluyendo costos y expensas:

(a)el límite de la responsabilidad del asegurado bajo esta sección de la póliza será el monto aplicable establecido en la letra (c) mas abajo;

(b)los aseguradores no serán  responsables bajo esta sección, por el monto aplicable señalado en la letra (C) mas abajo;
(c) los Límites y Deducibles bajo esta sección serán aplicables como sigue, para todas las operaciones distintas a las indicadas en (ii), (iii y (iv), mas abajo.

......
(iv) con respecto a todos los eventos que surjan de filtración, polución y contaminación, los reclamos deberán ser recibidos o considerados como recibidos por el asegurado en uno cualquiera de los años de vigencia de la póliza”.

 
Como se advierte, no hay reserva o excepción alguna que esté relacionada con la característica gradual que tenga el evento dañoso derivado de filtración polución o contaminación.


Pero aún así, esta póliza de amplia cobertura está sometida a numerosas exclusiones y delimitaciones de riesgo, según consta del texto que se transcribe acto seguido:
“ SEQ CHAPTER \h \r 1La exclusión J “Polución” se borra y es enteramente reemplazada por la siguiente:


“1. Lesiones personales, daños a la propiedad o responsabilidad por propaganda que emane de la efectiva, alegada o amenaza de descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes en cualquiera parte del mundo y en cualquier época; 


2. Pérdidas, costas o expensas que surjan de cualquier requerimiento, demanda, orden o requerimiento legal o reglamentario al asegurado, o cualquiera otro que se le haga para monitorear, limpiar, remover, contener, tratar, desintoxicar o neutralizar o en cualquiera otra forma repeler o asumir los efectos de elementos contaminantes; o


3. Pérdida, costas o expensas que surjan de cualquier reclamo hecho por o en representación de una autoridad gubernamental por daños a causa del análisis, monitoreo, limpieza, remoción, contención, tratamiento, desintoxicación, neutralización o en cualquiera otra forma responder o asumir los efectos de elementos contaminantes.


Sin embargo, el párrafo primero de esta exclusión no se aplicará a:


a) Lesiones personales o daños a la propiedad que surjan de cualquier descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes directamente o indirectamente causados por fuego, explosión, relámpago, tormenta de viento, vandalismo o actividad maliciosa, desordenes o conmociones civiles, avalanchas, derrame de rociadores automáticos, colisión o falla de un automóvil, equipo móvil o avión;


b) Lesiones personales o daños a la propiedad que surjan de una descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes incluidos dentro de los productos peligrosos, siempre y cuando:


1) Tales lesiones personales o daños personales comenzaren en una fecha específica y demostrable, durante el periodo de aseguramiento;


2) Tal comienzo llegó a ser conocido por cualquier individuo o entidad dentro de 20 días calendario y fue informado al asegurador, de acuerdo con la condición general 4 de esta póliza, dentro de 80 días calendarios de tal comienzo. El aviso debe ser proporcionado sin consideración respecto a si la noticia `tan pronto como sea practicable de otra manera’, habría sido requerida de acuerdo a la condición general 3 de esta póliza; y


3) Los productos asegurados no han sido en ninguna época:


a) Descartados, desechados, abandonados, tirados; o


b) Transportados, manejados, guardados, tratados, dispuestos o procesados como desechos por cualquiera; o


c) Las lesiones personales o los daños a la propiedad que surjan de cualquiera descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes que cumplan todos los requisitos o condiciones siguientes:


1.-Fueron abruptos y no esperados ni intentados por el asegurado. Sin embargo esta condición C 1 no se aplica a la descarga dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes que resulte del intento por el asegurado de mitigar o evitar una situación de emergencia que envuelva la efectiva, alegada o amenaza de descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes de la que pudieran haber ocurrido lesiones personales graves o daños importantes a la propiedad debido a un evento que fue abrupto y no esperado ni intentado por el asegurado;


2.- Comenzaron en una fecha demostrable y específica durante el periodo de aseguramiento;


3.- Su comienzo llego a ser conocido por  el asegurado dentro de 20 días calendario;


4.- Su comienzo fue informado al asegurador de acuerdo con la condición general 4 de esta póliza, dentro de 80 días calendario de llegar a ser conocidos por el asegurado. Tal noticia debe ser proporcionada sin consideración a sí dicha noticia habría sido requerida de acuerdo a la condición general 3 de esta póliza; y


5.- El asegurado realizó esfuerzos razonables para terminar con la descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes tan pronto como las condiciones lo permitieron.


Sin embargo, nada de lo contenido en este endoso operará para proveer alguna cobertura respecto a: 


1) Cualquier sitio o ubicación usada principalmente por el asegurado o por otros en representación del asegurado, para manejar, almacenar, disponer, desechar, procesar o tratar los desperdicios;


2) Cualquiera multa o penalidad;


3) Ninguna pérdida emanada de la limpieza, costas o gastos que surjan de un requerimiento del gobierno, demanda, orden o requerimiento legal o regulatorio. Sin embargo, esta prohibición 3 no se aplicará a las pérdidas sufridas por terceras partes y a los gastos o expensas cubiertas de otra manera por este endoso que son también el objeto de un requerimiento del gobierno, demanda, orden o requerimiento legal o regulatorio;


4) Lluvia ácida o escurrimiento ácido.


5) Limpieza, remoción, contención, tratamiento, desintoxicación o neutralización de elementos contaminantes situados en los terrenos que el asegurado posee, arrienda u ocupa a la época de la eliminación real, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de dichos elementos contaminantes; o


6) Cualquier lesión personal o daño a la propiedad o responsabilidad por propaganda, o cualquiera otra pérdida, costo o expensa que surja de cualquier descarga, dispersión, filtración, migración, liberación o escape de elementos contaminantes, como consecuencia de la violación conocida del no cumplimiento de permisos gubernamentales.

Cláusula de exclusión de contaminación radioactiva o causada por armas químicas, biológicas, bioquímicas y electromagnéticas.

En ningún caso esta póliza cubrirá las pérdidas o daños o expensas directa o indirectamente causadas por o contribuidas a producirse de algunas de las siguientes formas:


1.- Radiación iónica o contaminación por radioactividad de cualquier combustible nuclear o de un desperdicio nuclear o de la combustión de un combustible nuclear.


2. Las propiedades radioactivas, tóxicas, explosivas o de cualquiera otra instalación peligrosa de carácter nuclear, reactor u otra instalación o componente nuclear;


3. Cualquier arma o artefacto que emplee la fisión y/o fusión atómica o nuclear, o cualquier otra parecida reacción o fuerza radioactiva;


4.- Las propiedades radioactivas, tóxicas, explosivas o de cualquiera otra manera peligrosas que emanen de cualquier elemento radioactivo. La exclusión en esta sub-cláusula no se extiende a los isótopos radioactivos distintos del combustible nuclear, cuando tales isótopos están siendo preparados, transportados, almacenados o usados para propósitos comerciales, agrícolas, médicos, científicos o de otros propósitos similares;


5.- Cualquier arma química, biológica, bioquímica o electromagnética.”


La detalladísima descripción de eventos excluidos por esta póliza, que es de aquellas de mayor cobertura en todo el mercado mundial, da cuenta del recelo que le produce a los aseguradores las consecuencias dañosas que puede llegar a producir un  evento de contaminación.
15.-  D) El seguro de contaminación marina


La contaminación marina está tratada y sancionada en el Título IX de la Ley de Navegación (Arts. 142 y siguientes de dicha ley). Allí se describen y prohíben las actividades o hechos contaminantes, se establece quien es la autoridad encargada de velar por hacer cumplir sus disposiciones (la Dirección General del Territorio Marítimo y de la Marina Mercante) y se sanciona la responsabilidad civil por los daños causados por el derrame de hidrocarburos y otras sustancias nocivas (Arts 144 al 148).


El artículo 146 de la Ley de Navegación obliga a que toda nave o artefacto naval de más de tres mil toneladas, suscriba un seguro u otra garantía otorgada por un Banco o un Fondo Internacional de Indemnizaciones, por los importes a que asciendan los límites de responsabilidad indicados en el artículo 145, circunstancia que deberá constatar la autoridad marítima que haya emitido el certificado de matrícula de la nave o artefacto naval, la que deberá expedir un certificado que acredite dicha circunstancia.


Cabe hacer presente que la redacción de la ley es manifiestamente deficiente, puesto que una nave o artefacto naval no son persona, ni natural ni jurídica, de suerte que no pueden contratar el seguro o la garantía requerida. Resulta evidente que quien debe hacerlo es el dueño o armador de la nave.


Dicho certificado deberá emitirse "siguiendo, tan de cerca como fuere posible" el modelo descrito en el decreto supremo Nº 475 del Ministerio de Relaciones Exteriores de 12 de agosto de 1977, que promulgó el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil por Daños causados por la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos (CLC 1969).


Es interesante anotar que la ley, siguiendo la doctrina más moderna, contempla la acción directa del perjudicado contra el asegurador o cualquiera que haya otorgado la garantía financiera precedentemente mencionados, para el resarcimiento de los daños experimentados, o por concepto de los gastos y sacrificios razonables empleados en prevenirlos o disminuirlos (inciso tercero del artículo 146).


Pero la ley establece que el asegurador o garante podrá ampararse en las excepciones o defensas que hubiera podido oponer el afianzado, tomando un rumbo distinto y muy justificado, a nuestro juicio, a como está concebida la acción directa en la legislación española de seguros. El asegurador o garante podrá asilarse, asimismo, en los límites de responsabilidad que establece la ley.


Por su parte, el afianzado podrá exigir que el garante concurra junto con él al procedimiento judicial respectivo.


Dicha norma agrega que los seguros u otras garantías financieras mencionadas para limitar responsabilidad, se destinarán en forma exclusiva al cumplimiento de las obligaciones y el pago de las indemnizaciones a que se refiere el Párrafo 2º del Título IX de la Ley de Navegación.
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